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Las quejas del Colegio Metropolitano de
Periodistas por una entrevista realizada por
quien carece del título profesional plantean el
problema de las relaciones
que median entre la profe-
sión de periodista y la liber-
tad de expresión.

Para dilucidar ese pro-
blema, puede ser útil revi-
sar el fundamento de esta
libertad.

La libertad de expresión
tiene la particularidad de
que es alérgica, por decirlo así, a cualquier
forma de control. No admite la censura pre-
via, pero tampoco que se excluya ex ante a al-
guien de su ejercicio. Ella protege no solo al
discurso, sino a un conjunto de actos expresi-
vos, no necesariamente lingüísticos. En su-
ma, la libertad de expresión es amplia, tanto
en lo que atinge a sus titulares, como a los ac-
tos que se pueden ejecutar a su amparo. Este
rasgo ha sido destacado largamente en la lite-
ratura. Kant, que prefería llamarla libertad de
pluma, sugiere que ella es manifestación de la
igualdad, en la medida que descansa sobre la
creencia de que la capacidad discursiva y de
discernimiento la poseen todos en la misma
medida. Y John Stuart Mill afirma que en la
medida que la libertad de expresión permite
que la verdad pueda refulgir, restringirla
equivale a renunciar a esta última. 

Pues bien. A la luz de lo anterior, lo que
cabe preguntarse es qué relación media entre
la profesión periodística y el ejercicio de esa
libertad así entendida.

Es obvio que la profesión periodística no

puede ser un título privilegiado para el ejerci-
cio de la libertad de expresión, puesto que
ello significaría negar el carácter ciudadano
de esta última. Luego, el título de periodista
solo podría esgrimirse para reclamar una es-
fera protegida en el mercado del trabajo o de
servicios. Pero para ello la profesión de perio-
dista debiera identificar un área del conoci-
miento que ella y solo ella maneja (al modo
en que el médico, el odontólogo o el arquitec-
to reclaman el suyo) y que justificaría erigir
un coto vedado al resto de las personas. Y
aquí está el problema. Porque ocurre que co-
mo el oficio periodístico se relaciona con el
discurso y con el intercambio simbólico que
configura la esfera pública, el periodista no
puede reclamar ningún privilegio epistémico
o ético que justifique se le reserve un área
protegida en el mercado del trabajo. En otras
palabras, la libertad con la que se relaciona
confiere al periodismo su dignidad, pero al
mismo tiempo le impide reclamar esferas de
la división social del trabajo solo para sí.

Ese dilema está a la base de la regulación
del periodismo en el Derecho comparado.

Desde luego, muchos países no solo no exi-
gen formación profesional específica para
ejercerlo, sino que muchos de ellos no exigen
formación de ninguna índole, salvo la que
provenga de la práctica del oficio, delegando
en las asociaciones profesionales la certifica-
ción de este última. Pero en consonancia con
lo anterior, la regla general es que una cosa es
la protección del título frente a quienes fin-
gen poseerlo y otra distinta entregar a quie-
nes lo poseen un coto vedado en el ámbito del
mercado del trabajo.

Todo lo anterior es lo que explica que el ofi-
cio de periodista experimente, desde sus mis-

mos inicios, una cierta desorientación —que
en Chile se vive intensamente hoy día— acer-
ca del lugar que le cabe en la división social
del trabajo y en el ámbito del conocimiento.

En la división social del trabajo, el oficio
busca insertarse en el manejo de la comunica-
ción en un sentido amplio, que va desde la
comunicación corporativa a los medios de in-
formación. Pero en ninguno de ellos hay un
coto vedado a otras profesiones u oficios, co-
mo lo prueba el hecho de que en la primera
área debe competir con sociólogos o lingüis-
tas o literatos. Esa es parte de la incomodidad
que experimenta. 

La otra es su falta de identidad en el área
del conocimiento. 

Porque mientras la mayor parte de las pro-
fesiones reclaman para sí, con relativo éxito,
una primacía epistémica en la medida que
suponen un objeto de conocimiento y un mé-
todo específico para abordarlo, ello es muy
difícil para el periodismo, establecido que es
un oficio más que un área del saber, cuyo ori-
gen no está vinculado al conocimiento, sino a
la aparición de los medios masivos. Y si bien
las asociaciones profesionales, en defecto de
lo anterior, suelen esforzarse para elaborar
una cierta identidad ética que le sea idiosin-
crásica y única, ello, según lo muestra la ex-
periencia, suele no tener éxito porque las ba-
ses de esa identidad no están culturalmente
disponibles en un mundo donde los medios y
los puntos de vista proliferan y cuando las
propias asociaciones no logran alcanzar pres-
tigio intelectual entre los miembros más exi-
tosos del oficio, especialmente cuando, como
suele ocurrir, están capturadas por grupos
más o menos ideologizados o por intereses
puramente particularistas.

El ejercicio del periodismo y la libertad de expresión
“... la libertad con la que se relaciona confiere al periodismo su dignidad, pero 

al mismo tiempo le impide reclamar esferas de la división social del trabajo solo para sí...”.

CARLOS PEÑA

LA ONU EN BOSNIA.
Desde una improvisada torre
de vigilancia, un soldado
escandinavo de las Naciones
Unidas observa la pista del
aeropuerto de Tuzla, en la
ex-Yugoslavia. En el campo
aéreo, controlado por los

musulmanes bosnios, no ha aterrizado avión alguno desde el 14 de
abril. En tanto, ayer aumentó la tensión en Brcko (norte de Bosnia),
donde hubo algunos ataques de mortero que suscitaron acusaciones
recíprocas entre serbios y musulmanes. Brcko, en poder de los
serbios, controla el único estrecho corredor que une la parte
occidental con la oriental de la república serbio bosnia. 

FREI EN SAN ANTONIO. El Presidente de la República resaltó la
participación privada para renovar la infraestructura portuaria y la
actividad económica de San Antonio, así como las posibilidades de
saneamiento del río Aconcagua, a través del sistema de licitación. 

JOHANNESBURGO. Las primeras legislaturas provinciales
multirraciales sudafricanas comenzaron a prestar juramento,
poniendo fin a más de tres siglos de gobierno minoritario blanco. 

COSTA RICA. José María Figueres Olsen, un ingeniero industrial de
39 años, asumirá hoy la Presidencia y continuará una arraigada
tradición en esta centenaria democracia centroamericana. 
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DIARIO OFICIAL. La renta
máxima legal de los arriendos “no
podrá exceder de cinco veces la
que legalmente podía cobrarse
durante el mes de enero de 1973”.

HELMUT SCHMIDT. El
ministro de Finanzas alemán fue
nombrado por el Partido Social
Demócrata para sustituir a Willy
Brandt en el cargo de canciller
federal.
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Ley corta 
de isapres

Señor Director: 
¡Qué solos estamos los pacientes! Ninguna

empatía con los enfermos, ni del Gobierno ni de
los parlamentarios.

EUGENIA WEINSTEIN

Psicóloga

Paro en puerto 
de Coronel

Señor Director: 
Si bien resulta comprensible que la autori-

dad concentre esfuerzos en los avances de una
agenda legislativa de seguridad, no resulta
aceptable que existiendo derechos constitucio-
nales de miles de exportadores y trabajadores
conculcados, obligaciones legales explícitas de
la autoridad de velar por la seguridad y orden
público, el puerto de Coronel lleve más de 36
días sin funcionar, producto de la paralización
de trabajadores eventuales que se niegan a
aceptar las políticas de prohibición de consumo
de alcohol y drogas. Impiden el acceso a otros
trabajadores, destruyen la línea férrea (delito
tipificado en la Ley de Seguridad Interior del
Estado) para evitar la circulación del tren, y con
ello retrasan los envíos de mercadería de miles
de productores nacionales, afectando sus
compromisos comerciales internacionales.

Ciertamente, las leyes son importantes, pero
más aún es la disposición y decisión de la
autoridad de cumplir las leyes vigentes. El daño
que se está haciendo al comercio internacional
y a la seguridad de nuestro país podría resultar
determinante para futuros acuerdos. 

Es fundamental que la autoridad tome
cartas en el asunto, ejerciendo las acciones
judiciales y disponiendo de la fuerza pública
para restablecer el imperio de la seguridad y el
orden público; de lo contrario, de poco servirán
las nuevas leyes a las que hoy se hace alusión.

FELIPE HARBOE

Abogado

Textos escolares e
inclusión educativa

Señor Director:
El Ministerio de Educación ha liderado

durante los últimos 35 años un proceso desti-
nado a la integración y el desarrollo educativo
de niños, niñas y jóvenes con discapacidad
visual, promoviendo e invirtiendo en la adapta-
ción de textos escolares al sistema Braille y al
macrotipo, que permitan un apoyo pedagógico
a los estudiantes. 

Asimismo, como Gobierno hemos extendido
la entrega de estos textos, antes limitada a
escuelas municipales y especiales, a estableci-
mientos particulares subvencionados. El año
pasado se distribuyeron a 582 estudiantes y
este año aumentó a 946, lo que representa un
avance significativo hacia la equidad e inclusión. 

Es importante señalar que estos textos
se entregan a todos los establecimientos
con subvención estatal que lo soliciten
durante el período de postulación. Este año,
su entrega comenzó en abril y continuará
durante este mes.

Por otra parte, el Mineduc se encuentra
desarrollando un proyecto piloto, que provee a
estudiantes con discapacidad visual de equipa-
miento tecnológico y tecnologías asistivas, que
permiten utilizar estos mismos textos en
diversos formatos.

Como Ministerio, estamos comprometidos

cartasaldirector@mercurio.cl
Usted puede comentar lo publicado en nuestro blog: 

http//www.elmercurio.com/blogs
Las cartas enviadas a esta sección deben ser cortas,
no exceder de un máximo de 350 palabras y consig-
nar la individualización completa del remitente, in-
cluyendo su número telefónico. El diario no puede ve-
rificar la identidad del autor y reproduce la indicada
por este. La Dirección se reserva el derecho de selec-
cionar, extractar, resumir y titular las cartas, sustra-
yéndose a cualquier debate con sus corresponsales.
No se devuelven las cartas que no son publicadas.

en mejorar la calidad de los estándares de las
herramientas de apoyo al aprendizaje, como
son los textos escolares, y seguiremos trabajan-
do para asegurar una llegada oportuna y eficaz,
con el propósito de fortalecer la inclusión
educativa.

MARGARITA MAKUC

Jefa de la División de Educación General del
Ministerio de Educación

La fe, y ahora los
intereses gremiales

Señor Director:
La carta de doña Ana María Olivares Rivas,

presidenta del Consejo Metropolitano del
Colegio de Periodistas, exigiendo disculpas
porque alguien que carece de título de periodis-
ta entrevistó al expresidente español Felipe
González, es algo así como un nuevo (e inespe-
rado) capítulo de una novela cuya anterior
entrega fue la sentencia de la Corte Suprema
sobre “La última tentación de Cristo”. En ese
caso fue la fe, y ahora intereses gremiales, lo
que ensombrece de manera tragicómica los
contornos de la libertad de expresión.

ÍÑIGO DE LA MAZA GAZMURI

Periodismo 
sin trincheras

Señor Director:
Llama la atención que el Colegio de Periodis-

tas se ofusque porque un rector realice una
entrevista en este diario, cuando al mismo
tiempo, enarbola la figura de Francisca Sando-
val, quien fue brutalmente asesinada cuando
estaba reporteando para un medio comunitario,
sin contar con ningún estudio ni preparación
profesional.

Si saliéramos de las trincheras ideológicas,
sin duda veríamos que en los medios hay
espacio para todos, porque son para todos.

ALBERTO PEDRO LÓPEZ-HERMIDA

Director Escuela de Periodismo
Universidad Finis Terrae

Derecho social 
a la información

Señor Director:
El Consejo Metropolitano del Colegio de

Periodistas reclamó a “El Mercurio” porque la
entrevista al político español Felipe González la
había hecho una persona que no es periodista,
lo que tuvo una respuesta del diario en una
nota de la redacción. De esta forma, centrándo-
se en un caso particular, desgraciadamente, no
se ha discutido el asunto de fondo del proble-
ma, cual es la obligación de que el periodismo
sea ejercido por profesionales universitarios.

Esta condición no es una defensa corporati-
va de los intereses de los periodistas, sino que
es la aplicación de la doctrina llamada “el
derecho social a la información”, concebida en
la Universidad de Navarra y cuyo principal
vocero fue el profesor José María Desantes.
Este académico participó como invitado en la
discusión sobre nuestra Ley de Prensa.

La citada doctrina distingue en la libertad
de información una vertiente individual y
otra de carácter social. Esta última, como no
puede ser ejercida colectivamente delega su
ejercicio en personas calificadas para hacer-
lo: los periodistas. De allí la obligación de su
formación universitaria. A este respecto, el
profesor Desantes sostiene que la universi-
dad ofrece, “en vez de destrezas concretas,
hábitos intelectuales que, por ser básicos,

facilitan su aplicación a circunstancias muy
variadas y cambiantes”.

Es admisible que en determinadas y muy
calificadas circunstancias haya excepciones. En
cambio, no puede ser una práctica habitual,
pues de este modo se abre la posibilidad de que
el periodismo sea ejercido por personas que no
están suficientemente preparadas y se permita,
entre otros vicios, a los llamados “rifleros”, con
todos los riesgos que ello implica.

JORGE DONOSO PACHECO

Expresidente del Colegio de Periodistas

Sobre la 
justicia militar

Señor Director:
Chile vive horas oscuras, en que el narcotrá-

fico, el terrorismo y el crimen organizado, con
su ya larga lista de asesinatos, les han declara-
do la guerra a los chilenos y a su democracia.

Sorprende, entonces, que un grupo de
prestigiosos juristas equivoque el tono y el
objetivo, al sostener que la justicia militar sería
una suerte de apocalipsis de nuestras libertades
y del Estado de Derecho que las resguardan.

En primer lugar, nadie ha sostenido que
delitos comunes cometidos por civiles sean
conocidos por dichos tribunales. Muy por el
contrario, se trata de juzgar —en tiempos de
excepción constitucional— situaciones en que
se vieran involucrados uniformados, en el
cumplimiento de órdenes emanadas del poder
civil legítimamente constituido.

Garantizar la operatividad y la subordinación
de nuestros militares, marinos, aviadores y
carabineros, a través de la eximente del artícu-
lo 208 del Código de Justicia Militar, frente a
un tribunal de ese fuero, es una acción de
confianza del sistema democrático en un
momento de crisis institucional, en favor de los
hombres y mujeres que visten uniforme y que
actúan a nombre de todos nosotros.

Por otro lado, sentenciar que la justicia
militar es incompatible con nuestra democracia
omite dos hechos fundamentales: 1. la Corte
Interamericana de Derechos Humanos —al
igual que numerosos convenios y protocolos
internacionales— le reconoce plena validez, en
la medida que su acción sea excepcional y se
ajuste a los estándares globales. 2. Que a todo
evento, y en todo tiempo, los tribunales milita-
res se encuentran sometidos a las facultades
conservadoras, disciplinarias y económicas de
la Excelentísima Corte Suprema de Justicia.

Que quede claro: los únicos que amena-
zan a Chile y a los chilenos son otros. No
son las policías, ni las Fuerzas Armadas, ni
la justicia militar.

RODOLFO CARTER F.

Abogado

Tribunales militares
Señor Director:
Se ha instalado en el país la idea de que el

conocimiento de casos de lesiones o muertes de
civiles a manos de Fuerzas de Orden y Seguri-
dad deben ser conocidos por tribunales milita-
res. El diagnóstico es que el Ministerio Público y
tribunales ordinarios no serían favorables a
policías y militares. 

Pues bien, ese diagnóstico es equivocado. Y
cuando se toman decisiones con diagnósticos
equivocados, el resultado es previsible. 

El Informe del Ministerio Público de Causas
y Casos de Violencia Institucional en el Contex-
to del Estallido Social, del período octubre de
2019 a marzo de 2020 (actualizado a enero de
2024), muestra que han ingresado 10.142
casos a la Fiscalía, de los cuales 8.217 están
terminados. De esos, el Ministerio Público ha

ejercido facultades legales que implican indem-
nidad de investigados (archivo provisional,
facultad de no inicio de investigación, decisión
de no perseverar y principio de oportunidad) en
el 70% de ellos. Solo el 0,4% de 8.217 casos
terminados tienen sentencias condenatorias, el
18% de formalizados uniformados fueron
condenados y el 7% de ellos fueron a prisión
preventiva. En síntesis, el sistema ordinario,
tanto persecutorio como judicial, es hoy amplia-
mente favorable a uniformados en contextos
críticos de uso de la fuerza, como ocurrió en el
estallido social.

En consecuencia, surge la pregunta del
real interés de instalar la justicia militar para
conocer casos contra civiles, algo inédito en
el mundo occidental. Es hora de que la
reflexión le gane a la emoción en el debate
público, y también es tiempo de dejar de
torcer argumentos hasta deformar realida-
des, lo que propicia que se pidan fiscales y
tribunales militares cuando los tribunales
ordinarios fallan en la inmensidad de los
casos a favor de uniformados.

RODRIGO RETTIG VARGAS

Abogado, magíster Política y Gobierno
Postítulo Derecho Penal

Impávidos, sin 
mayor reacción

Señor Director:
Resulta altamente incomprensible cómo

frente a lo que puede ser un inminente término
del sistema de isapres, salud privada en Chile,
tanto nosotros los cotizantes, como los presta-
dores y aseguradores estemos absolutamente
impávidos, sin mayor reacción.

Tanto autoridades de gobierno como judicia-
les, parlamentarias y el mismo sector privado
nos llevan a un verdadero despeñadero del
sistema de salud, que nos puede provocar
situaciones dramáticas en el futuro próximo.
No puedo creer nuestra actitud propia de
ovejas frente al matadero.

Nuestra mediocridad y pasividad nos pasará
una tremenda cuenta en el futuro y así, de a
poco, va quedando todo en manos del Estado.

Lo que se viene puede convertirse en un
drama de grandes proporciones en la salud de
millones de chilenos, no solo del sector privado,
sino también del sector público.

JOSÉ MANUEL EDWARDS E.

Reactivación
educativa

Señor Director:
A fines del año 2022, el Presidente de la

República junto con el ministro de Educación
hicieron un acto público para afirmar que la
reactivación educativa —léase el conjunto de
esfuerzos públicos y privados orientados a
reparar el daño producido por la pandemia en
educación escolar— sería la prioridad del
Gobierno. Sin embargo, el plan diseñado para
este efecto es de una escala muy reducida, está
pobremente financiado y a la fecha carece de
una evaluación que lo sustente. 

Lo anterior preocupa además porque, en los
hechos, la autoridad ha seguido empeñada en
iniciativas que apuntan en una dirección distin-
ta y a ratos contradictoria, como es la condo-
nación del CAE y la agenda de un gremio
docente. Lamentablemente, se perdió la oportu-
nidad de cambiar esta trayectoria en la Ley de
Presupuestos 2024. La reactivación ha ido
desapareciendo de la agenda pública.

Si bien los resultados del Simce han dado
ciertas señales de recuperación, las consecuen-
cias del cierre extendido de las escuelas solo las

veremos en el largo plazo. 
Es necesario que el Gobierno alinee sus

acciones con el discurso, fortaleciendo y expan-
diendo las medidas en esa dirección, reasignan-
do recursos desde educación superior a reacti-
vación de educación parvularia y escolar, y
evitando que los pocos recursos frescos con
que se cuenta terminen en proyectos de ley
que, por complacer a grupos de interés, amena-
zan la calidad y equidad del sistema. 

Esperamos que el Ministerio recuerde su
compromiso público con la reactivación y la
manifieste día a día en su agenda y sus
acciones.

DANIEL RODRÍGUEZ

Acción Educar

SEBASTIAN IZQUIERDO

CEP

MARÍA PAZ ARZOLA

Libertad y Desarrollo

JUAN JOSÉ OBACH

Horizontal

El precio 
de las paltas

Señor Director:
En su edición de ayer se publicó una carta en

la cual se comparaba el precio de las paltas en
Chile con otros países y alegaba el hecho de
que, una vez que hubo inversión en el sector, el
producto “pasó a ser de lujo”. La comparación
es errada y denota una falta de conocimiento
muy dañina para este sector.

La comparación de precios se hace en
momentos cuando la palta chilena está fuera
de temporada, lo que explica su alza, a
diferencia de la palta de todos los orígenes
usados en la comparación, como California,
México, Perú o Israel, que están en plena
temporada y ven disminuidos sus costos de
distribución. Y, además, compara paltas de
distintas calidades. Por lo tanto, el análisis es
injusto y sesgado.

Luego, son la oferta y la alta demanda
interna las que explican las variaciones en el
precio de la fruta. Nuestro país pasó de consu-
mir cerca de 2 kg per cápita al año en el 2000,
a 8,2 kg en 2023. Es así como en Chile, más del
50% de la palta que se produce se destina solo
al mercado interno.

Sí, la palta es un lujo, pero por sus reco-
nocidos atributos en nutrientes asociados a
la salud y una vida sana, que lo hacen un
producto muy apetecido tanto en Chile
como en el mundo, y debería ser un motivo
de orgullo para los chilenos.

JOSÉ GABRIEL CORREA

Presidente del Comité de Paltas

Paltas y salmones
Señor Director:
Al prohibitivo precio de la palta para el

consumidor chileno habría que agregar tam-
bién lo paradójico que resulta el precio del
salmón, siendo Chile el primer exportador
mundial de este producto.

ALEJANDRO TISELJ CERGOLJ

8 de mayo de 1924

PRÓXIMO GABINETE. En los
círculos políticos se rumorea que
será presidido por Pedro Aguirre
Cerda como ministro del
Interior.

COPIAPÓ. Después del
terremoto de hace dos años, que
destruyó la ciudad y dejó sin
hogar a centenares de familias,
se han construido más de cien
viviendas definitivas.
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